El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA RECLAMAR EL CUMPLIMIENTO DE PROVIDENCIAS JUDICIALES / DEBE ACUDIRSE AL PROCESO EECUTIVO.
La jurisprudencia de la Corte Constitucional es clara en establecer la improcedencia general de la acción de tutela cuando de reclamar el cumplimiento de providencias judiciales se trata, pues para ese fin el interesado cuenta con el proceso ejecutivo, como mecanismo principal para alcanzarlo. Sin embargo, esa misma Corporación reconoce que en ciertos casos el amparo resulta viable cuando se demuestren circunstancia especiales que conviertan en ineficaz esa vía ejecutiva. Así se ha expresado:

“De suerte que, en palabras de esta Corporación, “[s]i bien cuando se advierte que existe por parte de la Administración una demora no razonable e injustificada [en] el cumplimiento de una obligación laboral, (…) el juez de tutela en procura de la efectividad de los derechos laborales, está facultado para ordenar la liquidación y pago de los mismos y en tal caso tutelar los derechos del trabajador, no puede hacerlo cuando para lograr la efectividad de esos derechos existan otros mecanismos de protección judicial”.

En este orden de ideas, es claro que… tiene a su disposición el proceso ejecutivo laboral para obtener el pago de las acreencias adeudadas que fueron reconocidas y liquidadas a través de actos administrativos y que reclama por medio de la presente acción”. (…)
Surge de las… pruebas que el accionante acudió a la vía ejecutiva para obtener el pago de las sumas de dinero que, dice, aún le adeuda la entidad accionada, por las condenas impuestas por la jurisdicción laboral y que la juez de conocimiento ordenó enviar por competencia ese trámite al Ministerio de Salud y de la Protección Social, sin que aún se haya definido la cuestión con sentencia de fondo.

En estas condiciones, se puede concluir que la acción de amparo es improcedente pues en este momento se encuentra en curso el proceso previsto por el legislador para obtener lo que pretende el actor sea concedido por este medio excepcional de protección,  el que, de acuerdo con la jurisprudencia ya transcrita, se caracteriza por ser subsidiario y residual y por lo tanto no puede sustituir los mecanismos  principales de protección previstos por el legislador.
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Pereira, agosto dieciséis (16) de dos mil diecinueve (2019) 


Acta No. 371 del 16 de agosto de 2019


Expediente No. 66001-31-21-001-2019-00050-00
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la apoderada del accionante, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Pereira, el 10 de julio último, en la acción de tutela que promovió el señor Fernando Gómez Gordillo contra el Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de los Seguros Sociales -P.A.R. I.S.S-, a la que fueron vinculados el Director, la Líder de la Unidad de Pasivos y la encargada de Procesos Acreencias de esa misma entidad y la Sociedad Fiduciaria de Desarrollo Agropecuario S.A. -Fiduagraria-. 

A N T E C E D E N T E S

1. Relató la apoderada del actor los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Mediante sentencia del 22 de noviembre de 2013, proferida dentro de proceso ordinario laboral, se condenó al Instituto de los Seguros Sociales a pagar al accionante las siguientes sumas de dinero: $7.047.330,13, $744.054,20, $7.047.330,13, $7.692.994,66, $1.922.868,60, $38.398.958,15 y $1.886.400, por concepto, en su orden, de cesantías, intereses a estas, prima de servicios, vacaciones, prima especial de vacaciones, diferencias salariales y costas procesales.

1.2 La Sala Laboral de este Tribunal decidió confirmar esa decisión, aunque modificó las sumas concedidas por vacaciones, prima de vacaciones, prima extralegal y diferencias salariales, respectivamente así: $3.577.616,2, $998.232, $6.020.078,9 y $8.593.064. Además agregó la condena por indemnización moratoria desde el 14 de noviembre de 2012 “hasta el día de la satisfacción total de los créditos anteriores, a razón de $49.911,6 diarios”.
1.3 El 24 de agosto de 2015 se presentó cuenta de cobro ante el P.A.R. I.S.S para obtener el pago de las citadas acreencias laborales.

1.4 Mediante oficio del 2 de septiembre siguiente se informó que se había recibido la reclamación.

1.5 Solo se procedió al pago solicitado el 24 de febrero de 2017; sin embargo, la suma a pagar actualizada para esa fecha era de $105.391.499, empero se hizo por $69.754.616; es decir, queda un saldo por $35.636.883 correspondiente a la indemnización moratoria. De igual manera “por las costas aprobada en la sentencia de primera instancia por valor de… $8.293.554,44… y por las costas aprobadas en la sentencia de segunda instancia por valor de… $616.000”.     
1.6 Debido a lo anterior se promovió demanda ejecutiva, a continuación del proceso laboral.

1.7 El Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira libró mandamiento de pago el 13 de octubre de 2017.
1.8 El 20 de febrero de este año se solicitó a la entidad demandada informar la fecha exacta en la que se procedería a pagar el valor adeudado.
1.9 En respuesta del 27 del citado mes, le informaron que no se encontraba pendiente ningún pago adicional al realizado por valor de $69.754.616.
1.10 El P.A.R. I.S.S dio cumplimiento parcial a la sentencia ordinaria, pues pagó el valor de la indemnización moratoria solo hasta el 30 de marzo de 2015, esto es 857 días, desconociendo el mandato judicial relativo a que ese reconocimiento se haría a partir del 14 de noviembre de 2012 hasta la fecha de la satisfacción total, por $49.911,6 diarios y como a esto último se procedió el 24 de febrero de 2017, resta por cancelar $35.636.883. Así mismo, adeuda el valor de las costas.

1.11 Por auto del 21 de mayo último, el Juzgado Primero Laboral del Circuito declaró la nulidad de todo lo actuado en el proceso ejecutivo, por falta de competencia para adelantar ejecuciones laborales contra el P.A.R.I.S.S. En consecuencia, levantó la medidas cautelares y ordenó la remisión del expediente al Ministerio de Salud y de la Protección Social.
1.12 Ante esa situación, el accionante carece de otros medios de defensa, que resulten idóneos y eficaces para reclamar el cumplimiento del fallo laboral, razón por la cual el amparo es procedente.
2. Considera lesionados los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia. Para su protección, solicita se ordene a la entidad demandada pagar las citadas sumas adeudadas por concepto de indemnización moratoria y costas procesales.     
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 28 de junio último se admitió la demanda y se ordenó vincular al Director y a la Líder de la Unidad de Pasivos del P.A.R.I.S.S.
2. La demandada, por medio de apoderado, solicitó declarar improcedente el amparo por las siguientes razones: a) el actor cuenta con otros medios idóneos para hacer efectivo el pago de la condena judicial impuesta, máxime al dejar de acreditar que se encontrara ante un perjuicio irremediable; b) mediante oficio del 21 de febrero de 2017, esa entidad canceló al accionante la obligación principal contenida en el fallo ordinario, por valor de $69.754.616. Frente a esto último agregó que el pago de indemnizaciones moratorias no se puede extender más allá de la existencia jurídica del ISS, esto es el 31 de marzo de 2015 y que frente a las costas procesales reconocidas, que se encuentran pendientes de pago, se debe aguardar a que la entidad obtenga los recursos monetarios suficientes para ese efecto, con la venta de los activos entregados; c) no se puede atribuir lesión alguna a los derechos de petición y al debido proceso, pues por medio de oficio del 27 de febrero de este año, remitido a la apoderada del actor, se suministró respuesta a la petición elevada el 20 del citado mes. En ella se informó, además de la realización de aquel pago, que no era posible señalar una fecha exacta para sufragar las condenas impuestas en el fallo, ya que “en este momento no existen recursos para cancelar obligaciones a cargo de la extinta entidad, pues debe tenerse en cuenta que las solicitudes presentadas en los años 2016 y 2017, se tomaron como cobros presentados con posterioridad al cierre de la liquidación del ISS” y por ello deben ser sometidas a un trámite interno que depende de las siguientes etapas: estudio de viabilidad, elaboración de ficha, cuantificación de obligación, verificación de la existencia de pagos realizados por el ISS, aplicación de embargos judiciales y validación del Departamento Financiero, así mismo para su cancelación se debe graduar los créditos y pagarlos de conformidad con la prelación legal, siendo el último “las sentencia cobradas con posterioridad”; empero, para la fecha, los activos dejados por el liquidador ya se agotaron con el pago de los créditos de primera clase. Significa lo anterior que la reclamación fue resuelta de fondo y de manera clara y d) tampoco existe lesión al acceso a la administración de justicia “pues esta entidad no es operador judicial y el señor Gomez (sic) Gordillo, se encuentra en plena libertad de iniciar o dar trámite a las diferentes acciones legales a que haya lugar”.  
3. Mediante sentencia del 10 de julio último se declaró improcedente el amparo.

Para decidir así, estimó la juez de primera instancia que la acción de tutela no es el único medio disponible para que el actor ejecute la sentencia judicial, pues para ese efecto cuenta con el atribuido al Ministerio de Salud y Protección Social, de conformidad en el Decreto 541 de 2016. De otro lado, no se puede obligar a la entidad accionada a inaplicar la prelación de créditos, al carecer de asignación de recursos. 
4. Inconforme con el fallo, la apoderada del demandante lo impugnó. Argumentó que en este caso ya se agotaron los medios judiciales y administrativos pertinentes, pues se surtió el proceso ordinario laboral y se presentó la cuenta de cobro, empero solo se obtuvo el cumplimiento parcial de la sentencia ya que la demanda considera que únicamente está obligada a cancelar las condenas hasta el 31 de marzo de 2015, fecha en que se produjo la liquidación definitiva del ISS, desconociendo lo ordenado por la autoridad judicial. Adujo que aunque se acudió al proceso ejecutivo “esta posibilidad de conseguir la satisfacción de los derechos… se esfumó, ante la declaratoria de nulidad de dicho proceso” y su posterior envió al Ministerio de Salud y de la Protección Social ya que, además, se han realizado indagaciones respecto de la posibilidad del cumplimiento de fallos ante esta última entidad, pero les han informado que esos trámite se remiten al P.A.R.I.S.S. para que decida lo que corresponda. Sin embargo, reitera, esa demanda estima que no debe “pagar nada a partir del 31 de marzo de 2015… en una clara e ilegal muestra de rebeldía y del ejercicio de sus propias razones frente a unas claras ordenes (sic) emitidas por las autoridades judiciales competentes”. Por tanto es la acción de tutela el único medio con que cuenta su poderdante para obtener el obedecimiento de lo ordenado en el proceso laboral, circunstancia que dejó de ser analizada por la juez de primera instancia pues ninguna valoración sobre la eficacia de los demás medios de defensa realizó.
Solicitó se revoque la sentencia impugnada y se acceda a las pretensiones de la demanda.

5. En esta sede, por auto del pasado 31 de julio, se puso en conocimiento de la encargada de Procesos Acreencias del P.A.R.I.S.S. y del Presidente de la Fiduagraria la nulidad configurada por haber omitido su vinculación al trámite, con la advertencia de que si no la alegaban dentro del término de los tres días, quedaría saneada de conformidad con los artículos 136 y 137 del Código General del Proceso. Ante su silencio, se produjo la consecuencia señalada.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Debe resolver esta Sala, como problema jurídico, si la acción de tutela es procedente para ordenar a la demandada pagar la condena que le fue impuesta mediante providencia judicial, a favor del actor. De serlo se establecerá si esa entidad ha lesionado los derechos invocados.

3. La jurisprudencia de la Corte Constitucional es clara en establecer la improcedencia general de la acción de tutela cuando de reclamar el cumplimiento de providencias judiciales se trata, pues para ese fin el interesado cuenta con el proceso ejecutivo, como mecanismo principal para alcanzarlo. Sin embargo, esa misma Corporación reconoce que en ciertos casos el amparo resulta viable cuando se demuestren circunstancia especiales que conviertan en ineficaz esa vía ejecutiva. Así se ha expresado:

“De suerte que, en palabras de esta Corporación, “[s]i bien cuando se advierte que existe por parte de la Administración una demora no razonable e injustificada [en] el cumplimiento de una obligación laboral, (…) el juez de tutela en procura de la efectividad de los derechos laborales, está facultado para ordenar la liquidación y pago de los mismos y en tal caso tutelar los derechos del trabajador, no puede hacerlo cuando para lograr la efectividad de esos derechos existan otros mecanismos de protección judicial”.
 
En este orden de ideas, es claro que… tiene a su disposición el proceso ejecutivo laboral para obtener el pago de las acreencias adeudadas que fueron reconocidas y liquidadas a través de actos administrativos y que reclama por medio de la presente acción.

 

5.2.2. Cabe anotar que el proceso ejecutivo constituye un mecanismo idóneo para proteger los derechos fundamentales invocados por la accionante, en concreto los derechos al mínimo vital y al trabajo, en primer lugar, porque se trata del mecanismo judicial diseñado para asegurar el pago de acreencias laborales reconocidas a través de actos administrativos y, en segundo término, por la celeridad y eficacia que caracteriza a este tipo de procesos, conforme a la jurisprudencia expuesta y previamente transcrita de esta Corporación. De otro lado, la Sala Tercera de Revisión observa que la accionante no esgrimió ninguna razón, ni acompañó ningún elemento de juicio, que permita acreditar la falta de idoneidad de este mecanismo
5.2.3. Adicionalmente, tal como se señaló en las consideraciones generales, para que se configure un perjuicio irremediable deben concurrir los siguientes elementos: (i) el perjuicio ha de ser inminente, es decir, que está por suceder; (ii) las medidas que se requieren para conjurarlo han de ser urgentes; (iii) el perjuicio debe ser grave, esto es, susceptible de generar un daño transcendente en el haber jurídico de una persona; y (iv) exige una respuesta impostergable para asegurar la debida protección de los derechos comprometidos…” 

4. Las pruebas documentales allegadas al expediente, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El 24 de agosto de 2015 el accionante, por medio de apoderada, radicó cuenta de cobro ante el P.A.R. I.S.S para obtener el pago de las acreencias laborales reconocidas mediante fallo judicial
.
4.2 Por oficio del 2 de septiembre siguiente, la Líder de la Unidad de Pasivos de esa entidad le puso en conocimiento el trámite que se adelantaría con ocasión a su solicitud
.

4.3 El 3 de agosto de 2017 la encargada de Procesos Acreencias del P.A.R. I.S.S le comunicó al actor que una vez agotado el estudio de las sentencias y el trámite de viabilidad del pago, el 24 de febrero anterior, se procedió a desembolsar la suma de $69.754.616
.

4.4 Por auto del 13 de octubre siguiente el Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad libró mandamiento de pago a favor del accionante y en contra del P.A.R.I.S.S por las sumas de $34.089.623, $8.293.552 y $970.942 correspondientes, en su orden, al excedente no cancelado por la ejecutada sobre la codena impuesta y a las agencias en derecho de primera y segunda instancia
.

4.5 El 20 de febrero de este año la apoderada del actor solicitó a la accionada se informara la fecha exacta en la que se procedería a pagar las acreencias laborales adeudadas a varias personas, entre ellas la del citado señor por valor de $35.636.616
. 
4.6 Mediante oficio del 27 del citado mes, la encargada de Procesos Acreencias del P.A.R.I.S.S informó que no era posible señalar una fecha exacta en la que se cancelará la condena cobrada, “toda vez que en este momento no existen recursos para cancelar obligaciones a cargo de la extinta entidad, pues debe tenerse en cuenta que las solicitudes presentadas en los años 2016 y 2017, se tomaron como cobros presentados con posterioridad al cierre de la liquidación del ISS” y por ello deben ser sometidas a un trámite interno que consiste en el  estudio de viabilidad, la elaboración de ficha, la cuantificación de obligación, la verificación de la existencia de pagos realizados por el ISS, aplicación de embargos judiciales y la validación del Departamento Financiero. De igual manera, para su pago, se debe realizar la graduación de los créditos y pagarlos de conformidad con la prelación legal, siendo el último de estos grados “las sentencias cobradas con posterioridad”; sin embargo, en este momento el Patrimonio carece de recursos, pues los activos dejados por el liquidador ya se agotaron con el pago de los créditos de primera clase. De otro lado, al accionante ya le sufragaron los valores reconocidos por la jurisdicción laboral, motivo por el cual no se encuentra pendiente de realizar ningún pago adicional
.
4.7 Por auto del 21 de mayo último, el Juzgado Primero Laboral del Circuito empezó por decir que sería del caso dar trámite a las excepciones de fondo propuestas por el Patrimonio Autónomo de Remanentes, pero como se configuró una nulidad por falta de competencia, procedió a declararla y ordenó remitir el proceso al Ministerio de Salud y de la Protección Social
.

5. Surge de las anteriores pruebas que el accionante acudió a la vía ejecutiva para obtener el pago de las sumas de dinero que, dice, aún le adeuda la entidad accionada, por las condenas impuestas por la jurisdicción laboral y que la juez de conocimiento ordenó enviar por competencia ese trámite al Ministerio de Salud y de la Protección Social, sin que aún se haya definido la cuestión con sentencia de fondo.

En estas condiciones, se puede concluir que la acción de amparo es improcedente pues en este momento se encuentra en curso el proceso previsto por el legislador para obtener lo que pretende el actor sea concedido por este medio excepcional de protección,  el que, de acuerdo con la jurisprudencia ya transcrita, se caracteriza por ser subsidiario y residual y por lo tanto no puede sustituir los mecanismos  principales de protección previstos por el legislador.   

La Sala no comparte el argumento esbozado por la apoderada del recurrente, en el sentido de que la controversia planteada en el proceso ejecutivo, en últimas, será definida por la entidad demandada, pues carece de todo respaldo jurídico. 

6. Sin embargo, es necesario que la Sala analice si el accionante se encuentra en alguna situación especial que requiera de la intervención inmediata del juez de tutela para garantizar sus derechos, los cuales, por esa misma condición, no pudieran ser protegidos eficazmente por aquella vía judicial.

Sobre el particular ha dicho la Corte Constitucional
:
“13. Posteriormente, la Sentencia T-007 de 2010, volvió a pronunciarse sobre las peculiaridades que un perjuicio que alguien alegue haber padecido debe tener para ser considerado por esta Corporación como irremediable, remitiéndose a lo que en dicho fallo se identifica como una línea jurisprudencial que viene de la Sentencia T-043 de 2007, exponiendo que:

“En lo relativo a los requisitos para la acreditación de la inminencia de perjuicio irremediable, también existe una doctrina constitucional consolidada, la cual prevé que para que resulte comprobado este requisito debe acreditarse en el caso concreto que (i) se esté ante un perjuicio inminente o próximo o suceder, lo que exige un grado suficiente de certeza respecto de los hechos y la causa del daño; (ii) el perjuicio debe ser grave, esto es, que conlleve la afectación de un bien susceptible de determinación jurídica, altamente significativo para la persona; (iii) se requieran de medidas urgentes para superar el daño, las cuales deben ser adecuadas frente a la inminencia del perjuicio y, a su vez, deben considerar las circunstancias particulares del caso; y (iv) las medidas de protección deben ser impostergables, lo que significa que deben responder a condiciones de oportunidad y eficacia, que eviten la consumación del daño irreparable (…) la evaluación de los requisitos anteriores en el caso concreto no corresponde a un simple escrutinio fáctico, sino que debe tener en cuenta las circunstancias particulares del interesado (...) Especialmente, deberá analizarse si el afectado pertenece a alguna de las categorías sujetas a la especial protección del Estado. (…) tratándose de sujetos de especial protección, el concepto de perjuicio irremediable debe ser interpretado en forma mucho más amplia (…) es necesario atender las particularidades de la persona individualmente considerada, esto es, en el caso concreto”.

En este caso el actor no alegó ni menos acreditó estar en una situación excepcional que permita deducir la existencia de un perjuicio que por sus características justifique adoptar medidas urgentes de manera temporal, mientras el Ministerio de Salud y de la Protección Social se pronuncia al respecto.

En conclusión, tampoco resulta procedente el amparo pedido, como forma de evitar un perjuicio irremediable.
7. Así las cosas el fallo que declaró con acierto la improcedencia del amparo será avalado.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Pereira, el 10 de julio pasado, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Fernando Gómez Gordillo contra el Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de los Seguros Sociales -P.A.R.I.S.S-, a la que fueron vinculados el Director, la Líder de la Unidad de Pasivos y la encargada de Procesos Acreencias de esa misma entidad y la Sociedad Fiduciaria de Desarrollo Agropecuario S.A. -Fiduagraria-.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA
    EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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